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Artículo 12. Personal eventual.  

1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza 
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con 
cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.  

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de 
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número 



máximo se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones 
retributivas serán públicas.  

3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la 
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.  

4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o 
para la promoción interna.  

5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el 
régimen general de los funcionarios de carrera.
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Como ya pusieron de relieve las sentencias de esta Sala de 12 de diciembre de 1997 (recurso 2372/97) y 
de 19 de enero de 1999 (recurso 1857/98 (LA LEY 3134/1999)), en este tipo de casos no se cuestionan 
jurisdiccionalmente verdaderos derechos adquiridos a los puestos de trabajo en cuestión, sino solamente 
meras "expectativas de derechos" a los mismos. Y siendo esto así, frente a lo en ellas sostenido, la 
incompetencia de la Jurisdicción es clara, puesto que dichas meras "expectativas" ni siquiera pueden 
fundar la existencia de un precontrato que de existir, sí quedaría comprendido en el ámbito del Orden 
Social de la Jurisdicción; todo ello con independencia de que las "listas" controvertidas hayan sido 
elaboradas por la Administración Pública, bien en virtud de reglas o bases contenidas en normas 
reglamentarias, bien como consecuencia de acuerdos con las Organizaciones sindicales. 

Esta doctrina de la Sala puede entenderse modificada por la entrada en vigor de la disposición contenida 
en la letra n), del art. 2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LA LEY 19110/2011) (LRJS), que 
atribuye a esta jurisdicción el conocimiento de las «demás impugnaciones de otros actos de las 
Administraciones Públicas sujetas al Derecho Administrativo en el ejercicio de sus potestades y 
funciones en materia laboral y sindical que pongan fin a la vía administrativa, siempre que en este caso 
su conocimiento no esté atribuido a otro orden jurisdiccional». 

Por otra parte, en todos estos casos resueltos por la jurisprudencia que acabamos de mencionar se trata 
de procesos ordinarios planteados individualmente por personas que figuraban en las listas o bolsas de 
trabajo reclamando su mejor derecho respecto a la persona nombrada y discutiendo jurídicamente esta 
cuestión frente a la Administración contratante y a la persona a la que se considera indebidamente 
contratada. Pero en el supuesto ahora debatido se plantea un conflicto colectivo por los representantes 
legales y sindicales de los trabajadores integrantes de las referidas bolsas de trabajo, para exigir —en lo 
que a la reclamación principal se refiere— que en la contratación se siga por la Administración 
demandada, en su actuación como empresa, el orden de preferencia derivado de la puntuación de cada 
uno, establecido en el art. 19.1 del Convenio Colectivo
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Contratos sucesivos: 1. Quedan prohibidos los contratos sucesivos celebrados y ejecutados entre el 
mismo empleador y el mismo trabajador en una actividad idéntica o similar y bajo condiciones laborales 
idénticas o similares cuando el intervalo entre estos contratos sea inferior a tres meses. 2. 
Excepcionalmente se permitirá celebrar estos contratos en los supuestos en que estén justificados por 
una razón objetiva. Existe una razón objetiva cuando los contratos que sigan al contrato inicial se 
celebren para atender necesidades especiales del mismo tipo, que guarden conexión directa e inmediata 
con las características, la naturaleza o la actividad de la empresa. [...]. 4. El número de contratos 
sucesivos no podrá ser, en ningún caso, superior a tres, salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 
siguiente

Duración máxima: 1. Los contratos sucesivos celebrados y ejecutados entre el mismo empleador y el 
mismo trabajador en una actividad idéntica o similar y bajo condiciones laborales idénticas o similares, 



no podrán exceder de un período total de empleo de veinticuatro meses, con independencia de que se 
celebren en aplicación del artículo precedente o de otras disposiciones de la legislación vigente. 2, La 
duración total del período de empleo sólo podrá exceder de veinticuatro meses cuando se trate de 
categorías especiales de trabajadores, en atención a la naturaleza y a las características de la prestación 
laboral, previstas en la legislación vigente, como, en particular, en el caso de los directivos, de los 
trabajadores contratados en el marco de un programa específico de investigación o de programas 
subvencionados o financiados, y de los trabajadores contratados para la realización de trabajos 
vinculados al cumplimiento de obligaciones derivadas de convenios celebrados con organismos 
internacionales

Sanciones del incumplimiento: 1. Todo contrato celebrado en infracción de las disposiciones de los 
artículos 5 y 6 del presente Decreto es nulo de pleno derecho. 2. En caso de que el contrato nulo se haya 
ejecutado total o parcialmente se abonarán al trabajador las cantidades de dinero que se le adeuden con 
arreglo a dicho contrato y las cantidades eventualmente pagadas no serán repetibles. El trabajador tiene 
derecho, en concepto de indemnización por el período en que fue ejecutado el contrato de trabajo nulo, a 
percibir la cantidad a la que tendría derecho un trabajador equivalente con un contrato por tiempo 
indefinido en caso de rescisión de su contrato. Si hay más de un contrato nulo, el período considerado a 
efectos del cálculo de la indemnización del daño es la duración total del período de empleo con arreglo a 
los contratos nulos. Las cantidades de dinero pagadas por el empresario al trabajador se imputarán al 
responsable. 3. El infractor de las disposiciones de los artículos 5 y 6 del presente Decreto será 
castigado con la pena de reclusión [...1. Si la infracción es culposa, el responsable será castigado con la 
pena de reclusión de hasta un año. La misma infracción constituye paralelamente una falta de disciplina 
grave

1. Las Administraciones públicas podrán utilizar, siempre que respeten las disposiciones en materia de 
selección de personal contenidas en los apartados anteriores, las formas contractuales flexibles para la 
selección y empleo del personal previstas en el Código Civil y en la legislación relativa al trabajo por 
cuenta ajena en la empresa. Los convenios colectivos nacionales regularán los contratos de duración 
determinada, los contratos de formación y empleo, las demás relaciones de formación y de prestación de 
servicios de trabajo temporal […]. 



2. En cualquier caso, la infracción por parte de las Administraciones públicas de las disposiciones 
imperativas relativas a la contratación o al empleo de trabajadores no podrá dar lugar a la constitución 
de relaciones laborales por tiempo indefinido con dichas Administraciones públicas, sin perjuicio de 
cualquier responsabilidad o sanción aplicables. El trabajador interesado tendrá derecho al 
resarcimiento de los daños derivados de la prestación de trabajo efectuada en contra de lo establecido en 
las disposiciones imperativas. Cuando la infracción sea imputable a dolo o culpa grave, las 
Administraciones recuperarán las sumas abonadas por dicho concepto de los directivos responsables























Artículo 22. Sistema de clasificación profesional. 

1. Mediante la negociación colectiva o, en su defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores, se establecerá el sistema de clasificación profesional de los trabajadores, por medio de 
categorías o grupos profesionales.

2. Se entenderá por grupo profesional el que agrupe unitariamente las aptitudes profesionales, 
titulaciones y contenido general de la prestación, y podrá incluir distintas tareas, funciones, 
especialidades profesionales o responsabilidades asignadas al trabajador. 

3. La definición de los grupos profesionales se ajustará a criterios y sistemas que tengan como objeto 
garantizar la ausencia de discriminación, tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres. 

4. Por acuerdo entre el trabajador y el empresario se asignará al trabajador un grupo profesional y se 
establecerá como contenido de la prestación laboral objeto del contrato de trabajo la realización de 
todas las funciones correspondientes al grupo profesional asignado o solamente de alguna de ellas. 
Cuando se acuerde la polivalencia funcional o la realización de funciones propias de más de un grupo, la 
equiparación se realizará en virtud de las funciones que se desempeñen durante mayor tiempo
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El polémico derecho a la promoción profesional de los trabajadores indefinidos no fijos. 
Comentario a la sentencia nº 352/2018 del tribunal supremo, sala 4ª, de lo social, 2 de abril de 2018

"La diferencia pues entre 'indefinido no fijo' 
y 'fijo' puede estar, en su caso -se insiste- en la causa de extinción del vínculo contractual. Sin embargo, 
durante la vigencia del vínculo, el trabajador 'indefinido no fijo', no puede ver mermado ningún derecho 
laboral o sindical por el mero hecho de ostentar dicha condición. A este respecto conviene recordar, que 
el artículo 15.6 ET [...]. Esta protección -y por ende prohibición en su caso de establecer preceptos 
convencionales contrarios al sentido de la norma estatutaria- resulta sin duda de aplicación -con mayor 
razón si cabe- a los denominados trabajadores 'indefinidos no fijos'
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